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SENTENCIA 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 2 de diciembre de 2021. 
 

Comparece ante nos, Firstbank Puerto Rico (apelante) 

mediante un recurso de apelación en el cual solicita que revoquemos 

la Sentencia1 del Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan 

(TPI o foro primario) emitida y notificada el 7 de junio de 2021. En 

ella, el foro primario desestimó la demanda que presentó el apelante 

en contra del Condominio Jardines de Guayama (apelado) y declaró 

sin lugar la consignación que efectuó el apelante. 

 Adelantamos que, luego de examinar el recurso, revocamos 

la Sentencia apelada. 

I. 

El 6 de agosto de 2018, el apelante adquirió el Apartamento 

E-806 del Condominio Jardines de Guayama mediante un proceso 

de ejecución de hipoteca.2 El 8 de diciembre de 2019, el apelado 

remitió al apelante una Certificación de Deuda de Mantenimiento3 

 
1 Apéndice, págs. 57-70. 
2 Apéndice, págs. 4-12. 
3 Apéndice, págs. 13-15. 
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de la cual surge que presuntamente el apelante le adeuda $4,991.00 

por concepto de cuotas de mantenimiento, cargos por demora, 

derramas y penalidades. Al cabo de un año, el 14 de diciembre de 

2020, Firstbank ripostó la certificación de deuda mediante una carta 

de ofrecimiento de pago.4 En ella, ofreció pagar $1,936.42 

correspondientes a los cargos de mantenimiento a partir de febrero 

de 2018. Allí, también, el apelante apercibió al apelado que, de no 

aceptar la cuantía ofrecida, presentaría una demanda sobre 

consignación. Toda vez que el apelado no aceptó la cantidad 

ofrecida, el 17 de febrero de 2021, el apelante instó la demanda de 

epígrafe.5 Arguyó ser un adquirente involuntario por lo cual sólo 

debía responder por el pago de las cuotas de mantenimiento 

correspondientes a los seis meses previos al 6 de agosto de 2018 -

fecha en que se celebró la venta judicial- más las cuotas 

correspondientes a los meses posteriores a la adquisición. 

En respuesta, el 8 de abril de 2021, el apelado solicitó la 

desestimación6 de la causa de acción en su contra al amparo de la 

Regla 10.2 de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

10.2. Argumentó que Firstbank no es un adquirente involuntario 

debido a que se adjudicó la propiedad en la primera subasta y no 

fue el acreedor que viabilizó la compra del inmueble, sino que lo 

adquirió posteriormente de E.M.I. Equity Mortgage, Inc. Sobre tales 

bases, adujo que el apelante responde -solidariamente con el 

transmitente- de las cuantías adeudadas por concepto de gastos 

comunes. 

Acto seguido, el apelante se opuso a la solicitud de 

desestimación7 y señaló que la Ley Núm. 119-2016 enmendó la Ley 

Núm. 21-1987 conocida como la Ley de Control de Acceso, 31 LPRA 

 
4 Apéndice, págs. 16-17. 
5 Apéndice, págs. 1-3. 
6 Apéndice, págs. 19-26. 
7 Apéndice, págs. 44-51. 



 
 

 
KLAN202100631    

 

3 

sec. 1293e, con el efecto de aclarar la figura del adquirente 

involuntario. Añadió que mediante la Ley Núm. 119-2016, supra, se 

clasificó como adquirente involuntario a los acreedores hipotecarios 

que obtienen una propiedad como parte de un proceso de ejecución 

de hipoteca con el objetivo de proteger su acreencia. Por 

consiguiente, el apelante expuso que responde por las deudas por 

gastos comunes que surgieron durante los seis meses previos a la 

adquisición de la propiedad y los posteriores a esta. 

En desacuerdo, el apelado presentó una Réplica a Oposición a 

Moción de Desestimación.8 En ella, se reiteró en lo previamente 

expuesto al solicitar la desestimación y añadió que ni la entonces 

vigente Ley Núm. 21-1987, supra, ni la Ley Núm. 119-2016, supra, 

dejaron sin efecto la interpretación jurisprudencial con respecto a 

que se considera adquirente involuntario aquél que adquiere la 

propiedad durante una tercera subasta desierta. El apelado añadió 

que la Nueva Ley de Condominios de Puerto Rico, Ley Núm. 129-

2020, supra, no es de aplicación al caso de autos por ésta no haber 

estado vigente a la fecha en que se adjudicó la subasta. 

Analizadas las posturas de ambas partes, el 7 de junio de 

2021, el TPI emitió la Sentencia recurrida. Dictaminó que la 

consignación que presentó el apelante no estuvo bien hecha por 

cuanto el apelado no la aceptó. El foro primario concluyó que 

Firstbank es un adquirente voluntario por haber determinado 

comprar el crédito hipotecario sin ser el acreedor hipotecario que 

viabilizó la compra del inmueble sujeto a garantía hipotecaria. 

Añadió que el apelante realizó un acto deliberado de adquirir la 

propiedad al licitar en la primera subasta luego de la cual advino 

titular del inmueble. En su dictamen, el foro primario resolvió que 

las disposiciones de la Nueva Ley de Condominios, supra, no son de 

 
8 Apéndice, págs. 52-56. 
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aplicación al presente caso. Sobre tales bases, el TPI desestimó la 

demanda de epígrafe. 

En desacuerdo, el apelante presentó ante el foro primario una 

solicitud de reconsideración9 a la cual se opuso el apelado.10 

Mediante Resolución11 fechada el 14 de julio de 2021, el TPI se negó 

a reconsiderar. 

Inconforme aún, Firstbank invocó nuestra intervención 

mediante la presentación de un recurso de apelación el 13 de agosto 

de 2021 en el cual argumentó: 

Erró el TPI al desestimar la demanda por concluir, que 
Firstbank es un adquirente voluntario, y que, por tanto, 

Firstbank tiene la obligación de responder 
solidariamente del pago de la totalidad de las cuotas de 
mantenimiento adeudadas. 

 

Mediante Resolución de 17 de agosto de 2021, concedimos un 

término al apelado para presentar su alegato. A instancias del 

apelado, le concedimos un término adicional con el cual cumplió al 

presentar su Alegato en Oposición el 27 de septiembre de 2021. En 

síntesis, se reiteró en los argumentos previamente discutidos sobre 

los cuales sustenta que procede desestimar la presente causa de 

acción por dejar de exponer una reclamación que justifique la 

concesión de un remedio, al amparo de la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil, supra.  

II. 

A. Regla 10.2 de Procedimiento Civil 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra, establece que 

toda defensa de hechos o de derecho en contra de una reclamación 

se expondrá en la alegación responsiva. No obstante, a opción de la 

parte que alega, las siguientes defensas pueden hacerse mediante 

moción debidamente fundamentada:(1) falta de jurisdicción sobre la 

materia; (2) falta de jurisdicción sobre la persona; (3) insuficiencia 

 
9 Apéndice, págs. 71-84. 
10 Apéndice, pág. 85-89. 
11 Apéndice, pág. 91. 
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del emplazamiento; (4) insuficiencia del diligenciamiento del 

emplazamiento; (5) dejar de exponer una reclamación que justifique 

la concesión de un remedio; y (6) dejar de acumular una parte 

indispensable. Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra. 

Sobre este asunto, el Tribunal Supremo expresó que la 

desestimación de una demanda no procede a menos que se 

desprenda con toda certeza que el demandante no tiene derecho a 

remedio alguno bajo cualquier estado de hechos que pueda ser 

probado en apoyo a su reclamación. Rina Cruz Pérez v. Delmarie 

Roldán Rodríguez; Wilmarie Roldán Rodríguez; Delma Rodríguez 

Morales, 2021 TSPR 16, resuelto el 18 de febrero de 2021.  

B. La Figura de la Consignación 

La consignación es "el depósito judicial de la cosa debida. Se 

pone la cosa bajo el poder de la autoridad judicial, que la retendrá y 

pondrá a disposición del acreedor". TOLIC v. Febles Gordián, 170 

DPR 804, 818-819 (2007).12 Los Artículos 1131 al 1137 de nuestro 

Código Civil, 31 LPRA secs. 9181-9187, regulan la figura de 

la consignación reconocida como una forma de pago de la deuda 

mediante la cual se produce la extinción de la obligación. El Artículo 

1135 específicamente dispone que “[h]echa debidamente la 

consignación, el deudor puede pedir al tribunal que determine la 

suficiencia del pago y ordene cancelar la obligación.” Cód. Civ. P.R. 

Art. 1135, 31 LPRA sec. 9185. 

C. Ley de la Propiedad Horizontal 

La hoy derogada Ley Núm. 104 de 25 de junio de 1958, 

conocida como la Ley de la Propiedad Horizontal, 31 LPRA sec. 1293 

et seq., constituye la fuente primaria del régimen de propiedad 

horizontal. Condominio First Federal v. LSREF2, 202 DPR 934 

(2019). Originalmente, el Artículo 41 de la Ley Núm. 104 disponía 

 
12 Citando a J. Vélez Torres, Derecho de Obligaciones, 2da ed. rev. San Juan, 

Programa de Educación Continua, Universidad Interamericana, 1997, pág. 186. 

javascript:citeSearch('170DPR804',%20'MJPR_DPR')
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que si un titular transmite una propiedad que adeuda cuotas de 

mantenimiento, el adquirente adviene deudor solidario junto al 

titular por las cuotas impagadas. Íd. Mediante la aprobación de la 

Ley Núm. 157 de 4 de junio de 1976, se enmendó el Artículo 41 de 

la Ley Núm. 104 con el propósito de incorporar a nuestro derecho 

puertorriqueño la figura del adquirente voluntario, definido como 

aquél que adquiere la buena pro luego de participar en una pública 

subasta. Íd. Posteriormente se introdujo la figura del adquirente 

involuntario a través de la aprobación de la Ley Núm. 43-1996. Íd. 

En ella, se impuso responsabilidad al adquirente involuntario del 

pago de tres cuotas de mantenimiento adeudadas a la fecha del 

traspaso de la titularidad del inmueble ejecutado, responsabilidad 

aumentada a seis meses mediante la aprobación de la Ley Núm. 

103-2003, denominada Ley de Condominios de 2003. Íd. 

Sobre este asunto, en Condominio First Federal v. LSREF2, 

supra, el Tribunal Supremos aclaró la diferencia entre el adquirente 

voluntario y el involuntario para lo cual dispuso:  

[…] un comprador, un donatario, un permutante o un 
licitador que se lleva la buena pro en la subasta es un 
adquirente voluntario. En contraparte, definimos que 

un adquirente involuntario, son “aquéllos que advienen 
dueños del apartamiento al ejercer los créditos 

preferentes” […] Es decir, (1) el Estado, (2) las 
aseguradoras y (3) los créditos hipotecarios […] porque 
“son fuentes de crédito que resultan imprescindibles 

para la construcción y existencia de edificios sujetos al 
régimen de propiedad horizontal”. (Notas omitidas.) 
Condominio First Federal v. LSREF2, supra, págs. 944-

945, citando a Asociación de Condómines v. Naveira, 
106 DPR 88, 97 (1977). 

 

Con igual propósito clarificador allí también nuestro más Alto 

Foro expresó: 

[e]l [adquirente] voluntario es un comprador que bien 
informado de los gravámenes y cargas del apartamiento 
lo adquiere porque es un buen negocio. El adquirente 

involuntario es originalmente un acreedor cuyo interés 
fundamental no es hacerse dueño del apartamiento 

sino proteger su acreencia constituida usualmente 
antes de que empiece a acumularse la deuda por gastos 
comunes del condominio. El adquirente voluntario tiene 

oportunidad y medios de enterarse de la deuda por 
gastos comunes del condominio y poder de decisión 
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para asumirlos como gravamen del inmueble que 
adquiere. Para el adquirente involuntario, acreedor en 

uno de los tres casos del Art. 40, dicha deuda no es 
elemento u objeto de contratación y su acreencia no 

debe sufrir disminución porque el deudor incumpla otra 
obligación ajena y extraña a la suya. Bajo ninguna 
circunstancia sería equitativo exigir esa deuda [...] al 

acreedor hipotecario que ejecuta para recobrar el 
principal y los intereses pactados. (Notas omitidas.) 
Condominio First Federal v. LSREF2, supra, pág. 944, 

citando a Asociación de Condómines v. Naveira, supra. 
 

En el ínterin de las enmiendas al Artículo 21 de la Ley de 

Condominios antes reseñadas, la Asamblea Legislativa además 

enmendó la Ley de Control de Acceso mediante la aprobación de la 

Ley Núm. 119-2016. Lo anterior, con el fin de establecer la 

responsabilidad de los adquirentes involuntarios sobre las cuotas 

de mantenimiento y sobre la operación del sistema de control de 

acceso adeudadas por el dueño anterior. En particular, Ley Núm. 

119-2016 enmendó la Sección 12 de la Ley Núm. 21-1987 a los fines 

de disponer: “es adquirente involuntario el acreedor hipotecario que 

en cobro de su crédito adquiere un inmueble sujeto a esta Ley”. 

Asimismo, enmendó el Artículo 41 de la Ley de Condominios con el 

fin de especificar que los acreedores hipotecarios que adquieren un 

inmueble en cobro de su crédito son adquirentes involuntarios. 

La Nueva Ley de Condominios de Puerto Rico, Ley Núm. 129-

2020 (vigente a la fecha de la presentación de la demanda de 

epígrafe) define adquirente involuntario como “[e]l acreedor 

hipotecario que, para proteger su acreencia, adquiera una propiedad 

como parte de un proceso de ejecución de hipoteca, licitando o sin 

licitar, o de dación en pago, total o parcial.” Además, define 

adquirente voluntario como la “[p]ersona que, luego de ejercer su 

criterio en el curso usual de los negocios, deliberadamente adquiere 

el bien inmueble porque le resulta un buen negocio. Se entiende que 

incluye a un comprador convencional, un donatario, un heredero, 

un legatario, un permutante o un licitador que se lleva la buena pro 

en la subasta.” 
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III. 

En el presente caso, nos corresponde evaluar si Firstbank es 

un adquirente voluntario a los fines de determinar el alcance de su 

responsabilidad con respecto al pago de las cuotas de 

mantenimiento que se le imputan. La misma controversia estuvo 

ante el Tribunal Supremo en Condominio First Federal v. LSREF2, 

supra. Allí, nuestro más Alto Foro puntualizó “la importancia entre 

[el adquirente voluntario y el involuntario] no radica, 

principalmente, en el momento de la adquisición del crédito 

hipotecario o del inmueble, sino en la razón para adquirir o el interés 

fundamental por [el] cual se convierte en titular.” (Énfasis en el 

original.) Íd., pág. 944. Sobre tales bases, allí el Tribunal Supremo 

resolvió que la mera adjudicación de un inmueble en la tercera 

subasta pública declarada desierta no puede utilizarse como 

subterfugio para liberarse del pago de las cuotas de mantenimiento 

invocando la protección del Artículo 41, supra, por cuanto lo 

principal a considerar es el objetivo detrás de la adquisición. 

A partir de la aprobación de la Ley de Condominios de 2003, 

la legislación aprobada ha sido consistente en quiénes son 

adquirentes involuntarios, a saber: un acreedor hipotecario, cuyo 

interés fundamental es proteger su acreencia y no convertirse en 

dueño del inmueble. Es también alguien para quien la deuda no es 

objeto de contratación y cuya acreencia no debe disminuir debido a 

que el deudor incumpla otra obligación ajena a la suya. Además, 

cabe resaltar que para la fecha en que se celebró la subasta, se 

encontraba vigente la Ley Núm. 119-2016 mediante la cual se 

definió como adquiriente involuntario al acreedor involuntario que 

adquiere un inmueble en cobro de su crédito.  

Conforme a lo antes discutido, lo que principalmente 

determina si el adquirente es voluntario o no, es cuál fue la razón 

para adquirir la titularidad. Condominio First Federal v. LSREF2, 
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supra. Surge claramente de los hechos ante nuestra consideración 

que Firstbank adquirió el inmueble en cuestión mediante un 

proceso de ejecución de hipoteca no para lucrarse sino más bien 

para proteger su acreencia. Nada en el expediente sugiere que el 

apelante tuvo una intención de lucrarse al adquirir el apartamento 

en cuestión.  

El foro primario dictaminó que Firstbank es un adquirente 

voluntario por este haber determinado comprar el crédito 

hipotecario sin haber sido el acreedor hipotecario que viabilizó la 

compra del inmueble. De igual manera concluyó que el apelante es 

un adquirente voluntario por llevar a cabo un acto deliberado de 

licitar en la primera subasta para convertirse en titular del 

apartamento. 

Sin embargo, se colige del expediente que Firstbank adquirió 

el préstamo que originó E.M.I. Equity Mortgage, Inc. tan solo 

dieciocho días posteriores a su originación, previo a emitirse pagos 

hipotecarios y sin haber vencido ninguna cuota de mantenimiento. 

Es de notar que, Firstbank adquirió el crédito hipotecario sin la 

intención de advenir propietario del inmueble y sin ánimo de re-

venta. El TPI se equivocó al resolver que el apelante es un adquirente 

voluntario por haber licitado en la primera subasta en protección de 

su acreencia.  

En virtud de lo antes discutido, determinamos que el apelante 

es un adquirente involuntario, por lo que el foro primario cometió el 

error señalado. 

IV. 

Por los fundamentos expuestos, revocamos la Sentencia 

apelada. 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


